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ACTA Nº 35-13
Sesión celebrada el 30 de setiembre de 2013
Acta de la sesión ordinaria número treinta y cinco de la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, celebrada en sus oficinas centrales, ubicadas en la Ciudad de San José, Costa Rica, a las dieciocho horas con veinte minutos del treinta de setiembre del dos mil trece.  
Miembros presentes: Dr. Gary Amador Badilla, Presidente; Dra. Ligia Roxana Sánchez Boza, Vicepresidenta; Licda. Rosibel Jara Velásquez, Secretaria; Lic. Eduardo Rojas Sánchez, Prosecretario; M.Sc. Jorge Eduardo Villegas Rojas, Tesorero; Lic. Francisco Rodríguez Araya, Vocal I; M.Sc. Edgar Castrillo Brenes, Vocal II; MSc. Shirley González Quirós, Vocal III; Lic. John Jorge Tapia Salazar, Vocal IV; Licda. Ana Gabriela Badilla Zeledón, Vocal V Licda. Cindy Vanessa Solórzano Núñez, Fiscal.
Funcionarios Asistentes: Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, Sra. Zeidy Ballestero Marín. Secretaria de Actas a.i..
ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 
El Dr. Gary Amador Badilla, Presidente, comprobado el quórum de ley da inicio a la sesión ordinaria Nº 35-13, del 30 de setiembre de 2013.
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 
El Dr. Gary Amador Badilla, somete a consideración de los señores Directores y Directoras la agenda de Presidencia, 1.-Comprobación de quórum e inicio de sesión,  2.-Aprobación de Agenda Presidencia, 3.- Lectura y Aprobación del acta 34-2013, del 23 de setiembre de 2013; 4.- Correspondencia, 5.-Informe de Presidencia, 6.- Informe de la Comisión de Aranceles,     7.-Informe de Directores y Directoras, 8.-Informe de la Dirección Ejecutiva. 9.- Asuntos Breves y de Fondo de Fiscalía.
SE ACUERDA 2013-35-001 Aprobar la agenda de Presidencia, presentada por el          Dr. Gary Amador Badilla.  Ocho  votos. 
ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA No. 34-13, DEL 23 DE SETIEMBRE DEL 2013.
Revisada el acta 34-13 del 23 de setiembre del 2013 por los señores Directores y Directoras y realizadas las observaciones pertinentes, proceden a aprobarla. 
SE ACUERDA 2013-35-002 Aprobar el acta 34-13, celebrada el 23 de setiembre del 2013. Ocho votos. 
LOS DOCUMENTOS FORMAN PARTE DE LOS ATESTADOS DEL ACTA. 
ARTICULO 4)  CORRESPONDENCIA.

1. Nota CJA-026-2013, suscrita por la Dra. Dennia Fernández Morales, mediante la cual informa que el 19 de noviembre del 2013, se tendrá la visita del señor Luca Castellani, de UNCITRAL de Naciones Unidas. Lo anterior con el fin de incentivar el conocimiento de la Convención de Naciones Unidas sobre el Contrato de compraventa Internacional de Mercaderías (CCIM) en Costa Rica: Una oportunidad de crecimiento. Los hemos invitado al Centro, para que nos brinden una conferencia al respecto. El costo de la actividad será $25 dólares, que serán para cubrir refrigerios y certificados. El remanente será ganancia del Centro. Se adjunta programa y solicita autorización para la realización del mismo. 

SE ACUERDA 2013-35-003 a) Se autoriza la actividad presentada mediante nota          CJA-026-2013, suscrita por la Dra. Dennia Fernández Morales, para que el 19 de noviembre del 2013, en la cual se contará con la visita del señor Luca Castellani, de UNCITRAL de Naciones Unidas. Lo anterior con el fin de incentivar el conocimiento de la Convención de Naciones Unidas sobre el Contrato de compraventa Internacional de Mercaderías (CCIM) en Costa Rica: Una oportunidad de crecimiento. b) Cursar invitación a los señores Diputados y Diputadas. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Dra. Dennia Fernández Morales, Directora Centro RAC. 

2. Nota suscrita por el Lic. Randall Madrigal Madrigal, Coordinador a.i. Comisión Derecho a la Salud, mediante la cual informan que han considerado la realización de un foro bajo el título: “Implicaciones jurídico-sanitarias de los medicamentos de libre venta”, para el jueves 24 de octubre del año en curso. Se contará con el apoyo del Colegio de Farmacéuticos. Dado lo anterior, se solicita el apoyo de la Junta Directiva para materializar el evento.  
SE ACUERDA 2013-35-004 Con base en la solicitud del Lic. Randall Madrigal Madrigal, Coordinador a.i. Comisión Derecho a la Salud, se avala la realización del foro: “Implicaciones jurídico-sanitarias de los medicamentos de libre venta”, para el jueves 24 de octubre del año en curso. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión de Derecho a la Salud. Secretaría-comunicar. 

3. Informe AL-211-2013, suscrito por el Lic. Arnoldo Segura Santisteban, Departamento Legal, donde indica que mediante oficio CJ-24-2013 del 22 de mayo de los corrientes, la señora Diputada Licda. Nery Agüero Montero, Jefa de la Comisión de Jurídicos de la Asamblea Legislativa, solicita la opinión del Colegio sobre el proyecto de “Ley de regulación del lobby en la función pública”, Expediente N°16931, publicado en La Gaceta 116 del 17 de junio de 2008. Por lo anterior adjunta un análisis detallado del proyecto.

SE ACUERDA 2013-35-005 Con base en el Informe AL-211-2013, suscrito por el Lic. Arnoldo Segura Santisteban, Departamento Legal, se avalan las observaciones realizadas al proyecto de “Ley de regulación del lobby en la función pública”, Expediente N°16931, publicado en La Gaceta 116 del 17 de junio de 2008. Lo anterior a solicitud de la Diputada Licda. Nery Agüero Montero, Jefa de la Comisión de Jurídicos de la Asamblea Legislativa. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Departamento Legal-comunicar.
4. Informe AL-236-2013, suscrito por el Lic. Arnoldo Segura Santisteban, Departamento Legal, donde indica que se ha trasladado a esta Asesoría el oficio DGRN-0561-2013, mediante el cual el Director General del Registro Nacional consulta si es necesario que su representado aporte los timbres del Colegio en los poderes especiales judiciales otorgados a sus abogados, en el entendido de que se trata de un cuerpo de abogados de planta que no reciben honorarios sino salario, y de que el timbre es un aporte de los profesionales por los honorarios recibidos. “EN CONCLUSIÓN: Corresponde al Registro Nacional, como patrono, cancelar los timbres de esta corporación en todos aquellos trámites que realicen sus abogados de planta asalariados, como parte de sus funciones o tareas”.
SE ACUERDA 2013-35-006 Conforme a la consulta realizada por el Director General del Registro Nacional mediante oficio  DGRN-0561-2013, sobre si es necesario que su representada aporte los timbres del Colegio en los poderes especiales judiciales otorgados a sus abogados, en el entendido de que se trata de un cuerpo de abogados de planta que no reciben honorarios sino salario, y de que el timbre es un aporte de los profesionales por los honorarios recibidos. Se acoge el Informe AL-236-2013, emitido por el Lic. Arnoldo Segura Santisteban, Departamento Legal, el cual concluye que corresponde al Registro Nacional, como patrono, cancelar los timbres de esta corporación en todos aquellos trámites que realicen sus abogados de planta asalariados, como parte de sus funciones o tareas. Ocho votos. Responsable: Secretaría-comunicar. 
5. Informe AL-301-2013, del Departamento Legal, el cual contiene la exposición de motivos para sustentar la inclusión de un artículo en que se regulen las vacaciones de los abogados (as), en nuestra Ley Orgánica. 
SE ACUERDA 2013-35-007 Se acoge el Informe AL-301-2013, del Departamento Legal, el cual contiene la exposición de motivos para sustentar la inclusión de un artículo en que se regulen las vacaciones de los abogados (as), en nuestra Ley Orgánica: EXPOSICION DE MOTIVOS: El derecho al trabajo y las garantías que de él dimanan se encuentran reconocidas, no solamente en Convenios y Tratados internacionales, sino también en la Constitución Política. Se trata pues, EL TRABAJO, no solamente de un derecho Fundamental, sino también de un derecho Humano cuya entidad es tan grande, que de él surgen otros derechos y garantías, también de naturaleza Humana y Fundamental. Nuestra Carta Política dice en su artículo 56:  “El trabajo es un derecho del individuo y una obligación con la sociedad. El Estado debe procurar que todos tengan ocupación honesta y útil, debidamente remunerada, e impedir que por causa de ella se establezcan condiciones que en alguna forma menoscaben la libertad o la dignidad del hombre o degraden su trabajo a la condición de simple mercancía. El estado garantiza el derecho de libre elección de trabajo”. Sobre esta norma la Sala Constitucional ha sido muy clara al señalar que: "En lo que toca al derecho al trabajo…éste consiste en la libertad de que el individuo goza de elegir la ocupación lícita que más le convenga a sus intereses, con la garantía de que el Estado no le molestará, ni tampoco le impondrá una específica. "Ha dicho también que: "El derecho de libre elección de trabajo consagrado en el artículo 56 de la Constitución política, consiste en la facultad que tiene todo individuo de elegir la actividad que le servirá como medio de subsistencia". Hoy en día está fuera de toda discusión que trabajo es tanto el físico o corporal, como el intelectual o mental. De allí que precisamente, en la actualidad, se pueda definir el trabajo como la "Actividad personal en la cual el ser humano emplea sus fuerzas físicas o mentales en orden a la obtención de algún bien útil, material o espiritual, distinto del mero placer derivado directamente de su ejecución". Consecuencia de lo anterior es que en nuestro medio se haya reconocido que el derecho de elección de una profesión y el derecho de ejercicio de la actividad profesional escogida, se deducen de la conjunción armónica de varios derechos constitucionales, concretamente, de los dispuesto en los artículos 46 y 56 de la Carta Política, simbiosis jurídica de la cual surge el derecho al trabajo de los profesionales liberales. Valga decir entonces que los profesionales liberales son también una categoría más de las que componen el vasto conjunto de los “trabajadores”. Estos, a su vez, como seres humanos, son merecedores del respeto y protección de su dignidad y, consecuentemente, de su salud. No obstante lo anterior, al día de hoy, al menos en nuestro medio, el trabajador que ejerce profesiones liberales, y específicamente, los y las abogadas, no han recibido una efectiva o total protección por parte del Estado. Vemos como el ordenamiento jurídico se ha encargado de proteger al trabajador que se rige por una relación laboral, en términos amplios, otorgándole derechos y garantías que amparan no solamente el propio ejercicio de la actividad que realizan, sino también otros derechos que como corolario de esa actividad se pueden ver afectados, tal como el derecho a la salud.  La Constitución Política en su artículo 59 señala que: “Todos los trabajadores tendrán derecho a un día de descanso después de seis días consecutivos de trabajo, y a vacaciones anuales… cuya extensión y oportunidad serán reguladas por la ley, pero en ningún caso comprenderán menos de dos semanas por cada cincuenta semanas de servicio continuo…”. Esa norma que en principio fue ideada por el constituyente con el fin de resguardar a los trabajadores regidos únicamente por una relación laboral, ante los cambios producidos por efecto de la evolución de la sociedad debe ser reinterpretada hoy a la luz del Derecho de la Constitución Política viva, y no a la luz de la Constitución meramente formal. Así lo imponen los principios hermenéuticos de primacía y de eficacia expansiva y progresiva de los Derechos Humanos, principios que son parte esencial del bloque de constitucionalidad. Así las cosas, por imperativo jurídico ha de entenderse que el derecho a disfrutar de vacaciones, corresponde a toda clase de trabajadores, no solamente a quienes tienen una relación laboral. Entenderlo de forma distinta sería incurrir en una diferenciación irrazonable, discriminatoria e indigna, en el tanto y en el cuanto, tal posición conllevaría a aceptar que quienes ejercen profesiones liberales no tienen derecho a gozar de salud. Tómese en consideración que la Organización Mundial de la Salud la ha definido como el “Estado de completo bienestar físico, mental y social y no solamente como la ausencia de enfermedad.” Tampoco puede perderse de vista que corresponde al Estado adoptar las medidas destinadas a promover, proteger, garantizar y conservar la salud de los trabajadores y trabajadoras.  La Organización Internacional de Trabajo (OIT) declara que la salud ocupacional tiene como finalidad promover y mantener el más alto grado de bienestar físico, mental social de los trabajadores en todas las profesiones, así como protegerlos en sus ocupaciones de los riesgos resultantes de los agentes nocivos. La actividad más importante que realiza el ser humano es el trabajo, por lo que su impacto en la calidad de vida es innegable.  De allí la urgencia de regular el derecho de vacaciones de los abogados y abogadas por ser éstas necesarias para proteger la dignidad de las personas y su salud. No en vano la Sala Constitucional en su sentencia N° 5969-93, señaló sobre ellas lo siguiente: "responde a una doble necesidad, tanto del trabajador como de su empleador: a) por una parte, es evidente el derecho del cual debe disfrutar toda persona, de tener un descanso que a nivel constitucional puede inclusive entenderse como derivado del derecho a la salud (artículo 21 de la Constitución ), b) por la otra, las vacaciones del primero benefician al segundo, ya que el descanso de aquél por el período, favorece su mayor eficiencia, al encontrarse, luego de ese lapso razonable de reposo, en mejores condiciones físicas y psíquicas para el desempeño de sus labores.” Con sustento en las anteriores consideraciones sometemos a su consideración el siguiente texto para que sea incluido en la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, como un artículo 7 bis, que dirá lo siguiente: “Los abogados y abogadas litigantes tendrán derecho a quince días de vacaciones al año.  Para esto deberán presentar la solicitud al Colegio de Abogados quien coordinara con el Poder Judicial. Acordado el periodo de vacaciones, no podrán señalarse audiencias donde el abogado o abogada sea director del proceso. Durante ese plazo no les correrán los plazos judiciales, ni administrativos, ni se señalarán audiencias en los casos que el abogado o abogada sea director del proceso.” Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Departamento Legal dar formato de proyecto-enviar a la Asamblea Legislativa.
 
6. Nota PRV-0345-2013, suscrita por el Lic. Carlos Quesada Hidalgo, Proveedor General, sobre recomendación de resolución del concurso 2013LA-000010-CAB “Suministro de mobiliario y equipo de cómputo, oficina y jardín. En atención a los artículos Nº06 de la Ley de Contratación Administrativa “Principio de publicidad” y Nº07 del Reglamento a esa Ley “Publicidad del Programa de Adquisiciones”, en La Gaceta Nº19 del 28 de enero 2013 se incluyó la adquisición de equipo de cómputo” para el presente año. Sobre el particular, se efectuó la adjudicación de un primer concurso, la Licitación Abreviada Nº2013LA-000003-CAB.A la fecha, distintas unidades administrativas del Colegio gestionaron solicitudes de bienes y servicios varios para equipos que corresponden al mismo objeto, por lo que correspondió agruparlas y gestionar un mismo tipo de proceso concursal al efectuado anteriormente, conforme lo establecido en los artículos Nº37 “Prohibición de fragmentar” de la Ley y Nº13 “Fragmentación” de su Reglamento. Conforme lo anterior, se promovió el concurso citado. Recomendación: En virtud de lo expuesto y con sustento en el artículo Nº86 del RLCA, se recomienda resolver el presente concurso en la forma comentada en Anexo Nº01 “Acuerdo de adjudicación”, por un monto total de ¢16.441.078.41 (dieciséis millones cuatrocientos cuarenta y un mil setenta y ocho colones con 41/100).
El Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, procede a realizar una amplia explicación de la licitación la necesidad de la institución de contar con dichos  bienes, indicando que se ha seguido el procedimiento establecido por la Ley de Contratación Administrativa y su reglamento, extremos que, a su vez, han sido verificados por el Departamento Legal del Colegio.
 
SE ACUERDA 2013-35-008  Con base en la nota PRV-0345-2013, suscrita por el Lic. Carlos Quesada Hidalgo, Proveedor General, tomando en cuenta lo indicado por el señor Director Ejecutivo del Colegio,  se aprueba la adjudicación de la  licitación 2013LA-000010-CAB “Suministro de mobiliario y equipo de cómputo, oficina y jardín. Con sustento en el artículo Nº86 del RLCA, adjudica el concurso en la forma comentada en Anexo Nº01 “Acuerdo de adjudicación”, por un monto total de ¢16.441 078.41 (dieciséis millones cuatrocientos cuarenta y un mil setenta y ocho colones con 41/100), el cual se detalla como sigue: FARMAGRO S.A por ¢151,821.15, MOBI OFFICE S.A. por ¢188,000.00, SOLUCIONES INFORMÁTICAS GÉNESIS S.A por ¢13,601,771.58, SUPLIDORA DE MÁQUINAS Y REPARACIONES S.A por ¢361,826.00, AGENCIAS BÁSICAS MERCANTILES A B M DE COSTA RICA S.A, por ¢1,406,285.00, MULTISA S.A por ¢731,374.68. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Departamento de Proveeduría. 
Al ser las dieciocho horas con treinta y cinco minutos ingresa el MSc. Jorge Eduardo Villegas Rojas. 
7. El M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, presenta las siguientes notas:

a) DAI-356-2013, sobre solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Argerie Arelis Centeno Guzmán, graduada en la Universidad Latina. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-35-009 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Argerie Arelis Centeno Guzmán, graduada en la Universidad Latina. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Presidencia. Interesada. Dirección Académica y de Incorporaciones.

b) DAI-357-2013, sobre solicitud de incorporación extraordinaria del Lic. Warren Rodolfo Jugo Madrigal, graduado en la Universidad de Costa Rica. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2013-35-010  Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Warren Rodolfo Jugo Madrigal, graduado en la Universidad de Costa Rica. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Nueve votos. ACUERDO FIRME.  Responsable: Presidencia. Interesado. Dirección Académica y de Incorporaciones.

8. Moción presentada por la Licda. Cindy Vanessa Solórzano Núñez, para cambiar el texto del inciso c) del primer párrafo del artículo 87 bis del CDJME

TEXTO VIGENTE (aprobado).

Artículo 87 bis CDJME, primer párrafo:

La Junta Directiva del Colegio de Abogados, a solicitud del abogado o abogada a quien se le ha impuesto sanción de suspensión para el ejercicio de la profesión, podrá acordar la ejecución condicional de esa sanción cuando: a) El hecho atribuido no afecte gravemente el decoro y el realce de la profesión de la abogacía, b) La sanción impuesta, sea igual o inferior a tres años de suspensión en el ejercicio de la profesión, por faltas leves o graves; c) La persona solicitante no cuente con antecedentes disciplinarios en los últimos diez años ni durante ese lapso hubiese sido beneficiada con igual medida sustitutiva de la sanción impuesta; d): La solicitud se formule ante la Fiscalía en el plazo de un mes hábil posterior a la firmeza de la sanción aprobada por el Consejo Disciplinario. En casos excepcionales será la Junta Directiva quien podrá otorgar el beneficio fuera de dicho plazo. 
“Moción para cambiar el texto del inciso c) del primer párrafo del artículo 87 bis, para que se permita acceder al beneficio de ejecución condicional tomando en cuenta solamente cinco años de antecedentes. Con base en el acuerdo 2012-18-11 y en el voto de la Sala Constitucional CO.13851-2008.
Primero es debido recordar que conforme los artículos 22 inciso 11 y 16 de la Ley Orgánica, y 15 del Reglamento Interior, ambos del Colegio de Abogados, corresponde a la Junta Directiva promulgar las reglas sobre ética profesional que adopte el Colegio; y conforme el artículo 88 del CDJME, éste Código puede ser modificado por acuerdo de Junta Directiva del Colegio de Abogados, en votación no menor a las tres cuartas partes de sus miembros”.
SE ACUERDA 2013-35-011  Aprobar la moción presentada por la señora Fiscal, para cambiar el texto del inciso c) del primer párrafo del artículo 87 bis, del Código de Deberes Jurídicos y Éticos del Profesional en Derecho, para que se permita acceder al beneficio de ejecución condicional tomando en cuenta solamente cinco años de antecedentes, quedando como sigue: “inciso c) La persona solicitante no cuente con antecedentes disciplinarios en los últimos cinco años ni durante ese lapso hubiese sido beneficiada con igual medida sustantiva de la sanción impuesta”. Lo anterior con base en el voto de la Sala Constitucional CO.13851-2008 y el acuerdo 2012-18-011, Publicar en la Gaceta el artículo 87 bis. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Fiscalía, Departamento de Proveeduría. 
Al ser las dieciocho horas con cuarenta y cinco minutos ingresa el Lic. Francisco Rodríguez Araya. 

ARTICULO 5)  INFORME DE PRESIDENCIA.

5.1 El Dr. Gary Amador Badilla, informa que se llevó a cabo la reunión del Jurado Calificador para la elección del premio al Abogado Distinguido “Rodrigo Odio González” 2013. Después de analizados detalladamente los tres postulantes, los cuales venían en sobre cerrado, y  de conformidad con la normativa del Reglamento que rige la presente elección, por unanimidad se acordó otorgar el premio al Dr. Herman Mora Vargas, por su amplia trayectoria en el tema de Notariado. Por lo anterior, lo somete a consideración de los señores Directores y Directoras.
SE ACUERDA 2013-35-012  a) Avalar por unanimidad la designación del Dr. Herman Mora Vargas, efectuada por el Jurado Calificador, para otorgarle el Premio de Notario Distinguido “Rodrigo Odio González año 2013, por su amplia trayectoria en el Notariado. b) La entrega del premio se realizará el 02 de octubre del presente año.  c) Comunicar por la base de datos. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Presidencia. 

Al ser las dieciocho horas con cincuenta minutos ingresa la Licda. Ana Gabriela Badilla Zeledón. 
5.2 El Dr. Gary Amador Badilla, presenta nota TEI-003-2013, suscrita por el Lic. Juan José Nassar Guell, Presidente, Tribunal de Elecciones Internas, mediante el cual informa que el Tribunal de Elecciones Internas ha conocido la renuncia como miembro de éste Órgano de la Licda. Magda Verdesia Solano, los motivos que la hacen presentarla es la falta de disponibilidad de tiempo para cumplir con las funciones que su cargo amerita. En razón de lo anterior, se sugiere a la honorable Junta Directiva, nombrar en dicha vacante al Dr. Sergio Donato Calderón precediéndose a elegir al nuevo suplente. Actualmente el Tribunal de Elecciones Internas, se conforma por 5 propietarias y 3 suplentes. La nómina de propietarios está compuesta por: Lic. Juan José Nassar Güell, Lic. Leonardo Madrigal Moraga, Licda. Magally Herrera Jiménez, Licda. Mariana Arguedas Vargas y la Licda. Magda Verdesia Solano, por lo que si a bien lo tiene la Junta Directiva, la vacante que deja la Licda. Verdesia Solano se ocuparía por uno de los actuales suplentes, sea Dr. Sergio Donato Calderón, procediéndose de esta forma a designar al nuevo ocupante al cargo de suplente que dejaría el Dr. Donato Calderón siendo que son tres suplentes.
SE ACUERDA 2013-35-013  Con base en la nota  TEI-003-2013, suscrita por el Lic. Juan José Nassar Guell, Presidente, Tribunal de Elecciones Internas: a) Se acepta la renuncia de la Licda. Magda Verdesia Solano y se le agradece la importante colaboración que brindó al Colegio por medio de su participación en el Tribunal. b)  Nombrar en la vacante que deja la Licda. Magda Verdesia Solano al Dr. Sergio Donato Calderón como propietario. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Tribunal de Elecciones Internas. 
ARTICULO 6)  INFORME DE LA COMISION DE ARANCELES.
6.1 Recurso de revocatoria planteado por el licenciado Gerardo Loaiza Gamboa. Expediente 058-2010. RESULTANDO: I.- Que en este asunto, motivado por una consulta del Lic. Loaiza debido a diferencias con la Mutual de Cartago respecto al pago de algunos honorarios notariales, esta Comisión, en su sesión 06-2010 del 23 de junio de 1020, dispuso rechazar la consulta referida, considerando en lo pertinente lo siguiente: “Que en vista de que la Mutual de Cartago expresamente rechaza la intervención de esta Comisión, procede, entonces, independientemente de las razones que expone, desestimar la gestión del Lic. Loaiza Gamboa… porque ningún particular está obligado a someter sus diferencias patrimoniales sobre honorarios, a la decisión del Colegio de Abogados. Esa obligación solo pesa sobre los agremiados, siempre que sus clientes lo conminen en ese sentido y que el asunto no se encuentre en sede judicial”. II.- Que contra dicha decisión el Lic. Loaiza interpone recursos de revocatoria, apelación en subsidio y nulidad concomitante, argumentando, en síntesis, que la consulta en realidad constituye una denuncia por abusos cometidos por la Mutual de Cartago y que el Colegio debe realizar la investigación correspondiente a fin de que acabar con esos abusos. Finalmente, entre otras cosas, agrega que su consulta trasciende lo meramente personal y que afecta a la colectividad y al gremio.  CONSIDERANDO: I.- Que el recurso de revocatoria y la nulidad concomitante interpuestas por el Lic. Loaiza deben rechazarse por la sencilla razón de que aparte de que los temas que ahora invoca no fueron planteados desde un inicio, lo cierto es que la finalidad de esta comisión, conforme a los decretos de aranceles anteriores y el vigente, es la de clarificar la interpretación de las normas arancelarias y la de intervenir en los conflictos individuales entre abogados y sus clientes, siempre que estos últimos se sometan a la decisión de la Institución. En ninguna parte de dichos decretos, a cuya lectura se remite al estimable colega, se permite a la Comisión imponer investigaciones y decisiones “erga omnes”, como si fuera un Tribunal de Justicia o Constitucional.  II.- Que en cuanto al recurso de apelación que subsidiariamente se interpone, procede admitirlo para ante la Junta Directiva del Colegio. Se emplaza a las partes para que se apersonen ante la Junta (inciso 2° del artículo 349 de la Ley General de Administración Pública). POR TANTO: Se desestima el recurso de revocatoria y la nulidad concomitante que interpone el licenciado Gerardo Loaiza Gamboa y se admite su recurso de apelación para ante la Junta Directiva del Colegio. Se emplaza las partes para que se apersonen ante dicha Junta.
SE ACUERDA 2013-35-014 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre recurso de revocatoria planteado por el licenciado Gerardo Loaiza Gamboa. Expediente 058-2010.Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: CONSIDERANDO: I.- Que el recurso de revocatoria y la nulidad concomitante interpuestas por el Lic. Loaiza deben rechazarse por la sencilla razón de que aparte de que los temas que ahora invoca no fueron planteados desde un inicio, lo cierto es que la finalidad de esta comisión, conforme a los decretos de aranceles anteriores y el vigente, es la de clarificar la interpretación de las normas arancelarias y la de intervenir en los conflictos individuales entre abogados y sus clientes, siempre que estos últimos se sometan a la decisión de la Institución. En ninguna parte de dichos decretos, a cuya lectura se remite al estimable colega, se permite a la Comisión imponer investigaciones y decisiones “erga omnes”, como si fuera un Tribunal de Justicia o Constitucional.  II.- Que en cuanto al recurso de apelación que subsidiariamente se interpone, procede admitirlo para ante la Junta Directiva del Colegio. Se emplaza a las partes para que se apersonen ante la Junta (inciso 2° del artículo 349 de la Ley General de Administración Pública). POR TANTO: Se desestima el recurso de revocatoria y la nulidad concomitante que interpone el licenciado Gerardo Loaiza Gamboa y se admite su recurso de apelación para ante la Junta Directiva del Colegio. Se emplaza las partes para que se apersonen ante dicha Junta. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
6.3 Recurso de revocatoria planteado por el Licenciado Humberto Méndez Barrantes. Expediente No. 017-2013: RESULTANDO: I.- Que por recomendación de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, la Junta Directiva del Colegio de Abogados en su Sesión Ordinaria número 18-2013, celebrada el día 27 de mayo del año 2013 acordó en síntesis y en lo que interesa lo siguiente: “ …De conformidad con la normativa y hechos citados, se considera que los honorarios profesionales que corresponden al Lic. Méndez Barrantes hasta el momento en que la investigación se encuentra en la etapa preliminar es de ochocientos treinta y tres dólares con treinta y tres centavos, moneda de curso legal de los Estados Unidos…” II.- Que sobre el anterior pronunciamiento, el Licenciado Humberto Méndez Barrantes presentó formal recurso de revocatoria, considerando en síntesis su inconformidad con lo resuelto básicamente que los dos mil quinientos dólares que se cobraron, fueron para iniciar la tramitación y defensa del proceso penal, pues no se puede cobrar un monto menor, toda vez que se trata de una causa amplia, compleja y habida en la localidad de Alajuela, donde hay que pagar gasolina y gastar horas de tiempo, horas profesionales, agrega que un juicio de éste tipo de delitos, por lo menos se lleva cinco días de audiencia, cinco días de confrontación, pagando gasolina, parqueo todo el día, alimentación, por lo que considera que jamás se puede fijar el monto dado por todo un trabajo profesional. Agrega que en su contestación hizo referencia a otros servicios profesionales brindados a la quejosa, y de ello la resolución aquí recurrida no hace referencia alguna.  CONSIDERANDO: Analizado con detenimiento el Recurso de Revocatoria planteado por el Licenciado Méndez Barrantes, considera ésta Comisión que el mismo debe ser declarado sin lugar, por las siguientes consideraciones.  1- Si bien es cierto, consideramos que los argumentos planteados por el Colegiado Méndez Barrantes, resultan atendibles en cuanto a que eventualmente una causa penal podría tener un desgaste intelectual importante y por supuesto concomitantemente un gasto económico aparejado, lo cierto del caso es que resulta de obligación y resorte exclusivo del abogado, tal y como lo exige el respectivo arancel de honorarios, que cuando se pretenda cobrar sumas superiores a las establecidas en el arancel, se deberá confeccionar un contrato en donde conste entre otras cosas los costos y forma de pago del proceso y en éste caso tal obligación se soslayó, por lo que deberá cargar el abogado en éste caso cargar con las consecuencias de esa omisión. Resulta además importante mencionar que en éste caso ni siquiera se aplicó el arancel pura y simplemente, sino más bien en beneficio del agremiado se determinó que el honorario que le correspondía al Licenciado Méndez Barrantes, era superior al establecido en el arancel, que en ese supuesto hubiese sido muy inferior al que fijó ésta Cámara. Por lo anterior se debe declarar sin lugar el recurso de revocatoria planteado. 2- Ahora bien, con respecto a los otros servicios profesionales préstamos a la Quejosa, no encuentra ésta Comisión cuales son los servicios referidos por el profesional y que no se hubiesen tomando en cuenta, más aún que en el recurso, ni siquiera el profesional los enumera, por lo que éste extremo también se declara sin lugar el recurso planteado por el Profesional en Derecho.  POR TANTO: De conformidad con la normativa y hechos citados, se recomienda a la Junta Directiva, declarar sin lugar el Recurso de Revocatoria planteado por el Licenciado Méndez Barrantes. 
SE ACUERDA 2013-35-015 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre recurso de revocatoria planteado por el Licenciado Humberto Méndez Barrantes. Expediente No. 017-2013: Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: CONSIDERANDO: Analizado con detenimiento el Recurso de Revocatoria planteado por el Licenciado Méndez Barrantes, considera ésta Comisión que el mismo debe ser declarado sin lugar, por las siguientes consideraciones.  1- Si bien es cierto, consideramos que los argumentos planteados por el Colegiado Méndez Barrantes, resultan atendibles en cuanto a que eventualmente una causa penal podría tener un desgaste intelectual importante y por supuesto concomitantemente un gasto económico aparejado, lo cierto del caso es que resulta de obligación y resorte exclusivo del abogado, tal y como lo exige el respectivo arancel de honorarios, que cuando se pretenda cobrar sumas superiores a las establecidas en el arancel, se deberá confeccionar un contrato en donde conste entre otras cosas los costos y forma de pago del proceso y en éste caso tal obligación se soslayó, por lo que deberá cargar el abogado en éste caso cargar con las consecuencias de esa omisión. Resulta además importante mencionar que en éste caso ni siquiera se aplicó el arancel pura y simplemente, sino más bien en beneficio del agremiado se determinó que el honorario que le correspondía al Licenciado Méndez Barrantes, era superior al establecido en el arancel, que en ese supuesto hubiese sido muy inferior al que fijó ésta Cámara. Por lo anterior se debe declarar sin lugar el recurso de revocatoria planteado. 2- Ahora bien, con respecto a los otros servicios profesionales préstamos a la Quejosa, no encuentra ésta Comisión cuales son los servicios referidos por el profesional y que no se hubiesen tomando en cuenta, más aún que en el recurso, ni siquiera el profesional los enumera, por lo que éste extremo también se declara sin lugar el recurso planteado por el Profesional en Derecho.  POR TANTO: De conformidad con la normativa y hechos citados, se recomienda a la Junta Directiva, declarar sin lugar el Recurso de Revocatoria planteado por el Licenciado Méndez Barrantes. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
6.3 Recurso de revocatoria y en forma concomitante Nulidad Absoluta planteado por Licenciado Fabio Delgado.  Exp. 75-2012. Redacta: Maf. Jorge Luis Tapia Molina. RESULTANDO: I El Licenciado Fabio Delgado interpuso recurso de revocatoria con nulidad concomitante contra la resolución final, dictada bajo el expediente 75-2012 por la Comisión de Aranceles en su sesión ordinaria 11-2013, celebrada el 01 de abril del 2013. II. Que la resolución cuestionada  fue aprobado   por la Junta Directiva mediante Acuerdo 2013-11-020 de fecha 29 de abril del 2013. III. Que dicha resolución fue notificado al Lic. Delgado Hernández,  el día 30  de abril del año en curso. (folios 346 al 349 inclusive). IV. Del expediente de marras, a folio 351, se colige que el 28 de junio del 2013, el  apersonamiento del Licdo. Fabio Delgado Hernández,   con el objeto de revisar y obtener copias del el expediente  (folio 335 al 337 inclusive). CONSIDERANDO: I Que conformidad con el debido proceso legal VIGENTE  establecido en la Ley General de la Administración Pública;  establece plazos y términos, para que en caso de disconformidad con lo actuado, el afectado en materia de impugnaciones proceda según el artículo 345 y siguientes de la ley ibídem. II Que  el recurso que nos ocupa fue interpuesto el 08 del julio del 2013,  vía fax en la Secretaría de Actas del Colegio y su original a las 9:58 minutos del día 21 de agosto del 2013 ante la Fiscalía, dos meses y ocho días posterior al acto de su notificación. III. Que la resolución que aquí se impugna le fue notificado a su correo fabiodelgado@abogados.or.cr, en la fecha indicada del resultando tercero, según consta en el folio 345 del expediente administrativo. IV Que  el recurso de revocatoria con nulidad concomitante fue presentado fuera   del plazo que contempla nuestro ordenamiento jurídico. V. Por  preclusión procesal, que se define como la pérdida, extinción o consumación de una facultad legal y su extemporaneidad manifiesta y evidente; por haber fenecido sobradamente el plazo para la interposición de dicho recurso.  VI. El artículo 10 Casos no previstos y Controversias. Corresponde a la Comisión de  Aranceles conocer y resolver sobre los casos no previstos en el presente Arancel, o cuando surjan dudas o controversias en cuanto  a la interpretación de este Arancel. La Comisión de Aranceles informará a la Junta Directiva su recomendación acerca de tales casos, dudas o controversias para que ésta decida en el ejercicio de su competencia.  Toda resolución de la Junta Directiva en relación con los casos provenientes de la Comisión de Aranceles, sólo tendrá recurso de revocatoria ante la propia Junta Directiva, dentro de los tres días hábiles siguientes a la fecha en que se notifique a los interesados, con las salvedades de Ley en cuanto a las notificaciones vía fax. El pronunciamiento definitivo que dicte la Junta Directiva será de acatamiento obligatorio; teniendo por entendido que los honorarios mínimos no podrán ser inferiores a ciento cincuenta mil colones.  POR TANTO: A la luz de los umbrales de los artículos 241 y 345 de la Ley General de la Administración Pública; por su extemporaneidad, se recomienda a la Junta Directiva,   rechazar ad-portas el recurso incoado contra el Acuerdo 2013-11-020 dictado por la Junta Directiva de fecha 29 de abril del 2013.
SE ACUERDA 2013-35-016 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre recurso de revocatoria y en forma concomitante Nulidad Absoluta planteado por Licenciado Fabio Delgado.  Exp. 75-2012. Redacta: Maf. Jorge Luis Tapia Molina Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: CONSIDERANDO: I Que conformidad con el debido proceso legal VIGENTE  establecido en la Ley General de la Administración Pública;  establece plazos y términos, para que en caso de disconformidad con lo actuado, el afectado en materia de impugnaciones proceda según el artículo 345 y siguientes de la ley ibídem. II Que  el recurso que nos ocupa fue interpuesto el 08 del julio del 2013,  vía fax en la Secretaría de Actas del Colegio y su original a las 9:58 minutos del día 21 de agosto del 2013 ante la Fiscalía, dos meses y ocho días posterior al acto de su notificación. III. Que la resolución que aquí se impugna le fue notificado a su correo fabiodelgado@abogados.or.cr, en la fecha indicada del resultando tercero, según consta en el folio 345 del expediente administrativo. IV Que  el recurso de revocatoria con nulidad concomitante fue presentado fuera   del plazo que contempla nuestro ordenamiento jurídico. V. Por  preclusión procesal, que se define como la pérdida, extinción o consumación de una facultad legal y su extemporaneidad manifiesta y evidente; por haber fenecido sobradamente el plazo para la interposición de dicho recurso.  VI. El artículo 10 Casos no previstos y Controversias. Corresponde a la Comisión de  Aranceles conocer y resolver sobre los casos no previstos en el presente Arancel, o cuando surjan dudas o controversias en cuanto  a la interpretación de este Arancel. La Comisión de Aranceles informará a la Junta Directiva su recomendación acerca de tales casos, dudas o controversias para que ésta decida en el ejercicio de su competencia.  Toda resolución de la Junta Directiva en relación con los casos provenientes de la Comisión de Aranceles, sólo tendrá recurso de revocatoria ante la propia Junta Directiva, dentro de los tres días hábiles siguientes a la fecha en que se notifique a los interesados, con las salvedades de Ley en cuanto a las notificaciones vía fax. El pronunciamiento definitivo que dicte la Junta Directiva será de acatamiento obligatorio; teniendo por entendido que los honorarios mínimos no podrán ser inferiores a ciento cincuenta mil colones.  POR TANTO: A la luz de los umbrales de los artículos 241 y 345 de la Ley General de la Administración Pública; por su extemporaneidad, se recomienda a la Junta Directiva,   rechazar ad-portas el recurso incoado contra el Acuerdo 2013-11-020 dictado por la Junta Directiva de fecha 29 de abril del 2013. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
6.4 Consulta de honorarios planteada por José Luis Tenorio García. Contra Lic. Gerardo Morales Rodríguez. Expediente: 046-2013. Redacta Maf. Jorge Luis Tapia M. RESULTANDO UNO: 1.- Que el señor José Luis Tenorio García, en su condición de presidente de la Asociación de Acueductos de Punta Morales y Cocorocas, manifiesta que el día 02 de diciembre del 2008, su representada fue demandada ante el Juzgado de Trabajo de Mayor Cuantía de Puntarenas por el señor JOSE PULIDO MUÑOZ, expediente número 08-000615-643-LA-4, por supuestos derechos laborales. 2.- Que el actor nunca estimó la demanda laboral, más lo que aportó como elenco  probatorio fue  la estimación de derechos del Ministerio de Trabajo, cálculo que arrojaba la suma de ¢7 837.277,65 colones. 3.- Que su representada por medio de la apoderada generalísima JESUS AGUILAR VASQUEZ, contrató los servicios profesionales del Lic. Gerardo Morales Rodríguez, para que contestara la demanda y que en ese momento el Lic. Morales cobró la suma de ¢300.000,00 colones exactos. 4.- Que el señor Pulido fue miembro de la junta directiva del acueducto, pero nunca fue empleado y como todos los miembros de la junta directiva trabajan ad honoren. 5.- Que el día 29 de Noviembre del 2010 mi representada le canceló la suma de los ¢300 000,00 colones al Lic. Gerardo Morales Rodríguez. 6.- Que mediante sentencia de primera instancia número 742-2012 el Juzgado de trabajo de mayor cuantía de Puntarenas declaró sin lugar la demanda laboral del señor  Pulido Muñóz. 7.- Que el día 27 de noviembre del 2012 el Lic. Morales le notifica al señor JOSE LUIS TENORIO GARCIA en su calidad de presidente, un escrito de cobro, donde se le previene del cobro de honorarios por la suma de ¢ 2 351 183,30, que significa el 30% de la estimación de derechos hecha por el Ministerio de trabajo, monto que nunca fue la estimación de la demanda. 8.- Que el Lic. Morales Rodríguez los presionó con el cobro, amenazándolos que si no le cancelaban la suma de ¢ 2 051 183,30 colones presentaría un proceso de cobro de honorarios y les embargaría los bienes de la Asociación; por lo que el Acueducto en tractos le canceló la suma adeudada. 9.- Que en virtud que el señor Pulido Núñez apeló la sentencia, tuvieron que contratar los servicios de la Licda Jockseline Zúñiga Varela para objetar la apelación, haciéndolos incurrir en un nuevo gasto.10.- El consultante manifiesta que le parece exagerado el cobro realizado por el Lic. Morales Rodríguez, en un proceso que no tenía ni pies ni cabeza, ya que nunca existió relación laboral entre el señor pulido y su representada. 11.- Que la suma de ¢2 351 183,30 como cobro de honorarios en un proceso sin cuantía, porque a un fulano se le ocurrió cobrar lo que le dio la gana y mi representada para defenderse de esa mentira tuvo que pagar la suma indicada, aun cuando la sentencia donde declaran sin lugar la demanda. 12. El consultante solicita si el cobro realizado por el Lic. Gerardo Morales, incurrió en la falta de cobro excesivo, para proceder con el trámite correspondiente y recuperar el pago realizado a dicho abogado. RESULTANDO DOS: 1.- De acuerdo al debido proceso, el Lic. Gerardo Morales Rodríguez en su defensa, dentro de sus alegatos, en lo que interesa  indica: a) Efectivamente  fui contratado por la representante de Asada o Asociación, en la persona de doña JESUS AGUILAR Vásquez, con quien firmé contrato de servicios profesionales, del cual adjunto fotocopia.  Por la parte de Asada; se me ofreció el pago de hasta un 35% por ciento, lo cual tal y como se indica en el contrato de servicios, profesionales acepté, en las condiciones específicas en dicho contrato. b) No es cierto como dice el consultante (JOSE LUIS TENORIO GARCIA)  que cobré ¢300 000,00 colones; no sé de dónde  saca ese monto dicho señor, que ni siquiera formaba parte en ese momento de la Junta Directiva de la Asociación. c) Además, de la demanda laboral de marras, el suscrito a solicitud de la Asociación se constituyó como querellante en proceso de MALVERSACIÓN DE FONDOS donde figuraba como ofendida la Asociación de Acueductos Rurales de punta Morales y Cocorocas.   De la suma pactada por concepto de honorarios en dicho proceso penal y en virtud de que el tribunal lo declaro sin lugar y ordenó el archivo de dicho proceso; también en forma verbal se le indicó a Doña Jesús Aguilar que ese último abono de ¢300. 000,00 correspondiente al proceso penal, se lo abonaría a los honorarios de la demanda laboral. d) El suscrito fue quien le notificó al consultante sobre la sentencia de primera instancia favorable. e) El consultante en su calidad de presidente de ASADA, me solicitó la renuncia como abogado director en la demanda laboral, a lo cual accedí, siempre y cuando me cancelara los correspondientes honorarios de conformidad con el contrato de servicios profesionales firmado  entre su representada y el suscrito. f) El Lic. Gerardo Morales, indica que en ningún momento los presionó, el señor José Luis Tenorio fue el que le solicitó la remoción como abogado director de dicho proceso, una vez cancelado los correspondientes honorarios. g) En cuanto a los gastos adicionales en que debieron incurrir no son de su incumbencia, puesto que a él  se le pidió la renuncia y se le cancelaron la totalidad de los honorarios acorde con el contrato firmado y en todo lo cual estuvo de acuerdo, por lo que le extraña su comportamiento. CONSIDERANDO: 1.- Por cuanto,  a folio 123 y 124, consta un contrato de Servicios Profesionales de fecha 16 de febrero del 2009, suscrito por la señora Jesús Aguilar Vásquez, mayor, soltera en unión libre, pescadora, con cédula de identidad número  seis-uno dos uno-cuatro cero seis, vecina de Puntarenas en su condición de presidenta con facultades de apoderada generalísima sin límite de suma,  de la Asociación Acueducto Rural de Punta Morales Cocorocas , cédula jurídica número tres-cero cero dos-doscientos dieciocho mil quinientos cuarenta y nueve inscrita en el Registro nacional y el Lic. Gerardo Morales Rodríguez, Licenciado en Derecho, carne cuarenta y siete treinta y tres, con cédula de identidad número uno- quinientos siete-cuatrocientos ochenta y cuatro, estableciéndose  las siguientes cláusulas: Primero: Que la Asociación, en estos momentos se encuentra demanda por la suma de ¢7 837 277,65 colones en la vía laboral por el señor José Mario Pulido Muñoz, quien alega haber sido empleado de la misma. Segunda: Que se le propone al Lic. Gerardo Morales el cual acepta, asumir la representación de la Asociación, en la demanda laboral de José Mario Pulido. Tercera. En virtud de lo anterior, se le pagará un máximo de un treinta y cinco por ciento de honorarios sobre el mondo de la demanda sea la suma de ¢7 837 277,65 colones.  Dicha suma se pagará en abonos; sin embargo en caso de desistimiento o sustitución del  profesional se le cancelará la totalidad siempre y cuando como se indicó al menos exista  sentencia de primera instancia y lo sea favorable a la Asociación. Sétima: El cliente se obliga a mantener en la dirección del presente asunto al Abogado hasta la finalización del mismo. En caso de desistimiento o sustitución del Abogado por parte del Cliente, deberá cancelar los honorarios totales en caso de existir sentencia de primera instancia. POR TANTO: De conformidad con el artículo 3, 6 y 9 del  Arancel, Decreto Ejecutivo 32493 del 2005, que hace referencia  a  Contratos de Servicios Profesionales, en lo conducente indica:  “El contrato escrito entre el profesional y su cliente constituye la forma idónea para probar y determinar los alcances de la labor profesional a cumplir y su retribución. El documento en que consten los términos de la contratación debe contener, cuando menos, el objeto detallado del servicio, el monto de los honorarios, su forma de pago, así como cumplir con los demás requisitos que establece la ley para este tipo de actos”. En este mismo orden de ideas,  el numeral 9 expone: “Cuando el profesional brinde servicios profesionales mediante el pago de honorarios, para su determinación regirán las disposiciones de este Arancel, salvo contrato escrito en el cual convenga profesional con su cliente otros términos de referencia”.  No se vislumbra que el Lic. Gerardo Morales Rodríguez haya incurrido en cobro excesivo  en el cobro  de sus  honorarios profesionales, debido  al contrato suscrito por las partes legitimadas,  teniéndose el pago cancelado  ajustado  a derecho.
SE ACUERDA 2013-35-017 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta de honorarios planteada por José Luis Tenorio García. Contra Lic. Gerardo Morales Rodríguez. Expediente: 046-2013. Redacta Maf. Jorge Luis Tapia M.  Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: CONSIDERANDO: 1.- Por cuanto,  a folio 123 y 124, consta un contrato de Servicios Profesionales de fecha 16 de febrero del 2009, suscrito por la señora Jesús Aguilar Vásquez, mayor, soltera en unión libre, pescadora, con cédula de identidad número  seis-uno dos uno-cuatro cero seis, vecina de Puntarenas en su condición de presidenta con facultades de apoderada generalísima sin límite de suma,  de la Asociación Acueducto Rural de Punta Morales Cocorocas , cédula jurídica número tres-cero cero dos-doscientos dieciocho mil quinientos cuarenta y nueve inscrita en el Registro nacional y el Lic. Gerardo Morales Rodríguez, Licenciado en Derecho, carne cuarenta y siete treinta y tres, con cédula de identidad número uno- quinientos siete-cuatrocientos ochenta y cuatro, estableciéndose  las siguientes cláusulas: Primero: Que la Asociación, en estos momentos se encuentra demanda por la suma de ¢7 837 277,65 colones en la vía laboral por el señor José Mario Pulido Muñoz, quien alega haber sido empleado de la misma. Segunda: Que se le propone al Lic. Gerardo Morales el cual acepta, asumir la representación de la Asociación, en la demanda laboral de José Mario Pulido. Tercera. En virtud de lo anterior, se le pagará un máximo de un treinta y cinco por ciento de honorarios sobre el mondo de la demanda sea la suma de ¢7 837 277,65 colones.  Dicha suma se pagará en abonos; sin embargo en caso de desistimiento o sustitución del  profesional se le cancelará la totalidad siempre y cuando como se indicó al menos exista  sentencia de primera instancia y lo sea favorable a la Asociación. Sétima: El cliente se obliga a mantener en la dirección del presente asunto al Abogado hasta la finalización del mismo. En caso de desistimiento o sustitución del Abogado por parte del Cliente, deberá cancelar los honorarios totales en caso de existir sentencia de primera instancia. POR TANTO: De conformidad con el artículo 3, 6 y 9 del  Arancel, Decreto Ejecutivo 32493 del 2005, que hace referencia  a  Contratos de Servicios Profesionales, en lo conducente indica:  “El contrato escrito entre el profesional y su cliente constituye la forma idónea para probar y determinar los alcances de la labor profesional a cumplir y su retribución. El documento en que consten los términos de la contratación debe contener, cuando menos, el objeto detallado del servicio, el monto de los honorarios, su forma de pago, así como cumplir con los demás requisitos que establece la ley para este tipo de actos”. En este mismo orden de ideas,  el numeral 9 expone: “Cuando el profesional brinde servicios profesionales mediante el pago de honorarios, para su determinación regirán las disposiciones de este Arancel, salvo contrato escrito en el cual convenga profesional con su cliente otros términos de referencia”.  No se vislumbra que el Lic. Gerardo Morales Rodríguez haya incurrido en cobro excesivo  en el cobro  de sus  honorarios profesionales, debido  al contrato suscrito por las partes legitimadas,  teniéndose el pago cancelado  ajustado  a derecho. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
6.5 Consulta planteada por el señor Carlos Luis Mora Bolaños  con relación a honorarios del licenciado Wagner Bocker Bolaños. Expediente número 025-2013.  RESULTANDO: I.- Que el señor Carlos Luis Mora Bolaños, consulta cuál es el monto de los honorarios del Lic. Wagner Brocker Bolaños en un proceso laboral en el que un trabajador hizo una demanda por ₡6.200.000,00  la cual finalizó con una conciliación por ¢139.000,00. Indica que el Lic. Bocker le cobra ¢1.550.000,00, monto que considera desproporcionado con el trabajo realizado. II.- Que de la consulta se confirió audiencia a la contraparte y el Lic. Bocker contesta que  efectivamente fue contratado por el consultante, que estudió el expediente de la demanda laboral y que le informó que sus honorarios correspondían al 25 % de la cuantía, o sean ¢1.550.000,00, monto que cubriría la primera instancia y su culminación, independientemente que el proceso terminara por conciliación o juicio.  Agrega que el convenio del pago de ese monto fue verbal y que el consultante le ha cancelado hasta el momento la suma de ¢1.000.000,00. CONSIDERANDO: I.- Que en el expediente se encuentran debidamente acreditados los siguientes hechos: A.- Que el señor Ronny Leiva Cordero demandó en la vía ordinaria laboral a la empresa Multiservicios Isabel Cristina S A, representada por el señor Carlos Luis Mora Bolaños y la señora Mayra Robles Barrantes, a fin de que se condenara a dicha empresa a pagar diversos extremos que cuantificó en la suma de ¢6.198.278,25, según una estimación de derechos que le hizo en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (véase los folios 1 a 9 del expediente respectivo certificado en los autos y aportado por el licenciado Bocker) B.- Que la empresa demandada contrató al Lic. Bocker Barrantes, en calidad de abogado defensor, quien al contestar la demanda ofreció prueba testimonial y aportó abundantes pruebas documentales (véase los folios 18 a 79 ibídem). C.- Que el Juzgado tuvo por contestada la demanda y señaló fecha para una diligencia de conciliación y recepción de la prueba testimonial ofrecida por ambas partes (véase el folio 60 ibídem). D.- Que el Juzgado realizó la diligencia referida con la comparecencia del actor, el representante de la demandada y el licenciado Bocker, que dio como resultado una conciliación según la cual Multiservicios pagaría al señor Leiva vacaciones y aguinaldo proporcionales por un monto de ¢139.260, que le cubriría mediante tres abonos, el último de los cuales sería el 30 de mayo del año en curso (véase el folio 81 ibídem). E.- Que concluido ese plazo, el Juzgado ordenó el archivo del expediente (véase el folio 82 ibídem).  II.- Que en el expediente no se ha demostrado el hecho invocado por el Lic. Bocker, en el sentido de que entre él y la empresa referida se hubiera perfeccionado un contrato verbal según el cual esta última le pagaría honorarios por el monto de ¢1.550.000, inclusive si el proceso finalizare por conciliación y que, hasta la fecha, le ha cancelado ¢1.000.000 (ninguna prueba en ese sentido fue ofrecida y, en todo caso, dada la naturaleza de estas diligencias, solo la aceptación expresa del representante de la consultante podría dar base para tenerlo por demostrado). III.- Que no habiéndose demostrado la existencia del acuerdo verbal referido en el considerando anterior, a efecto de fijar los honorarios del licenciado Bocker se deben aplicar las normas correspondientes del Arancel vigente. Para proceder así, hay que tomar en consideración lo siguiente: A.- Que en los procesos ordinarios laborares como el que dio origen a este asunto, el artículo 32 de dicho Arancel dispone que los honorarios profesionales entre cliente y abogado se fijarán entre un 25 % y un 30% del importe de la condenatoria o la absolutoria, sin que puedan ser inferiores a ¢100.000. B.- Que en el proceso a que se refiere la consulta no hubo sentencia y, por consiguiente, no se puede hablar ni de condenatoria ni de absolutoria, en sentido estricto. C.- Que, bajo esas circunstancias, el artículo 32 no ofrece ninguna solución y, por consiguiente, se debe recurrir a otras normas del Arancel que puedan ser aplicables al caso. IV.- Que de todas las demás normas del Arancel, la única aplicable a la especie, dado su propio texto, es el  artículo 17, que en lo conducente reza así: “Artículo 17.- Terminación anticipada del proceso por conciliación… En caso de conciliación… los honorarios serán el cincuenta por ciento (50%) de la tabla general. Esta disposición se aplicará a todo tipo de proceso…” (El subrayado es de los infrascritos). V.- Que, por su parte, el tema de la tarifa general está disciplinado en el artículo 16 ibídem que, en lo que interesa, dispone lo siguiente: “Artículo 16.- Tarifa general: Los procesos ordinarios… cuyo contenido económico sea determinable, devengará los siguientes porcentajes mínimos: A) Hasta quince millones de colones, veinte por ciento (20%)…” (El subrayado es de los infrascritos). VI.- Que el contenido económico determinable en la demanda establecida por el señor Ronny Leiva Cordero contra la empresa Multiservicios Isabel Cristina S A fue establecido en ¢6.198.278,25, según se indicó en el hecho probado A y, por consiguiente, si a esta cantidad se le aplica el 20 % del artículo 16 y si el monto resultante, que son ¢1.239.655,65, se reduce al 50 % según el artículo 17, tenemos que, en definitiva, los honorarios del licenciado Bocker ascienden a ¢619.827.80. POR TANTO: Se evacua la consulta de la empresa Multiservicios Isabel Cristina S A. representada por el señor Carlos Luis Mora Bolaños en el sentido de que los honorarios del licenciado Wagner Bocker Barrantes ascienden a la suma de ¢619.827,80.
SE ACUERDA 2013-35-018 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta planteada por el señor Carlos Luis Mora Bolaños  con relación a honorarios del licenciado Wagner Bocker Bolaños. Expediente número 025-2013.   Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: CONSIDERANDO: I.- Que en el expediente se encuentran debidamente acreditados los siguientes hechos: A.- Que el señor Ronny Leiva Cordero demandó en la vía ordinaria laboral a la empresa Multiservicios Isabel Cristina S A, representada por el señor Carlos Luis Mora Bolaños y la señora Mayra Robles Barrantes, a fin de que se condenara a dicha empresa a pagar diversos extremos que cuantificó en la suma de ¢6.198.278,25, según una estimación de derechos que le hizo en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (véase los folios 1 a 9 del expediente respectivo certificado en los autos y aportado por el licenciado Bocker) B.- Que la empresa demandada contrató al Lic. Bocker Barrantes, en calidad de abogado defensor, quien al contestar la demanda ofreció prueba testimonial y aportó abundantes pruebas documentales (véase los folios 18 a 79 ibídem). C.- Que el Juzgado tuvo por contestada la demanda y señaló fecha para una diligencia de conciliación y recepción de la prueba testimonial ofrecida por ambas partes (véase el folio 60 ibídem). D.- Que el Juzgado realizó la diligencia referida con la comparecencia del actor, el representante de la demandada y el licenciado Bocker, que dio como resultado una conciliación según la cual Multiservicios pagaría al señor Leiva vacaciones y aguinaldo proporcionales por un monto de ¢139.260, que le cubriría mediante tres abonos, el último de los cuales sería el 30 de mayo del año en curso (véase el folio 81 ibídem). E.- Que concluido ese plazo, el Juzgado ordenó el archivo del expediente (véase el folio 82 ibídem).  II.- Que en el expediente no se ha demostrado el hecho invocado por el Lic. Bocker, en el sentido de que entre él y la empresa referida se hubiera perfeccionado un contrato verbal según el cual esta última le pagaría honorarios por el monto de ¢1.550.000, inclusive si el proceso finalizare por conciliación y que, hasta la fecha, le ha cancelado ¢1.000.000 (ninguna prueba en ese sentido fue ofrecida y, en todo caso, dada la naturaleza de estas diligencias, solo la aceptación expresa del representante de la consultante podría dar base para tenerlo por demostrado). III.- Que no habiéndose demostrado la existencia del acuerdo verbal referido en el considerando anterior, a efecto de fijar los honorarios del licenciado Bocker se deben aplicar las normas correspondientes del Arancel vigente. Para proceder así, hay que tomar en consideración lo siguiente: A.- Que en los procesos ordinarios laborares como el que dio origen a este asunto, el artículo 32 de dicho Arancel dispone que los honorarios profesionales entre cliente y abogado se fijarán entre un 25 % y un 30% del importe de la condenatoria o la absolutoria, sin que puedan ser inferiores a ¢100.000. B.- Que en el proceso a que se refiere la consulta no hubo sentencia y, por consiguiente, no se puede hablar ni de condenatoria ni de absolutoria, en sentido estricto. C.- Que, bajo esas circunstancias, el artículo 32 no ofrece ninguna solución y, por consiguiente, se debe recurrir a otras normas del Arancel que puedan ser aplicables al caso. IV.- Que de todas las demás normas del Arancel, la única aplicable a la especie, dado su propio texto, es el  artículo 17, que en lo conducente reza así: “Artículo 17.- Terminación anticipada del proceso por conciliación… En caso de conciliación… los honorarios serán el cincuenta por ciento (50%) de la tabla general. Esta disposición se aplicará a todo tipo de proceso…” (El subrayado es de los infrascritos). V.- Que, por su parte, el tema de la tarifa general está disciplinado en el artículo 16 ibídem que, en lo que interesa, dispone lo siguiente: “Artículo 16.- Tarifa general: Los procesos ordinarios… cuyo contenido económico sea determinable, devengará los siguientes porcentajes mínimos: A) Hasta quince millones de colones, veinte por ciento (20%)…” (El subrayado es de los infrascritos). VI.- Que el contenido económico determinable en la demanda establecida por el señor Ronny Leiva Cordero contra la empresa Multiservicios Isabel Cristina S A fue establecido en ¢6.198.278,25, según se indicó en el hecho probado A y, por consiguiente, si a esta cantidad se le aplica el 20 % del artículo 16 y si el monto resultante, que son ¢1.239.655,65, se reduce al 50 % según el artículo 17, tenemos que, en definitiva, los honorarios del licenciado Bocker ascienden a ¢619.827.80. POR TANTO: Se evacua la consulta de la empresa Multiservicios Isabel Cristina S A. representada por el señor Carlos Luis Mora Bolaños en el sentido de que los honorarios del licenciado Wagner Bocker Barrantes ascienden a la suma de ¢619.827,80. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
ARTICULO 7)  INFORME DE DIRECTORES Y DIRECTORAS.
7.1 La Dra. Roxana Sánchez Boza, indica que se unieron varias actividades, la premiación del Notario Distinguido, la celebración del Día Internacional del Notario Latino y la presentación del libro "La Función Notarial", del autor Herman Mora Mora, por problemas de espacio en este Colegio (por razones de remodelación del Auditorio Pablo Casafont Romero) y por tratarse de ser actividades comunes en la materia. Tomando en cuenta que con dicha actividad se contribuye al desarrollo y estudio de las ciencia del Derecho, así que dentro de dicha actividades se conmemora el otorgamiento del Notario (a) distinguido, solicita que el Colegio le copatrocine los bocadillos para 40 personas en la presentación de dichas actividades,  siendo que el ICODEN también aportará  para el ágape propuesto.

 
SE ACUERDA 2013-35-019 Unificar las siguientes actividades: La premiación del Notario Distinguido, la celebración del Día Internacional del Notario Latino y la presentación del libro "La Función Notarial" del autor Herman Mora Mora. Tomando en cuenta que con dicha actividad se contribuye al desarrollo y estudio de la ciencia del Derecho, así que dentro de dicha actividades se conmemora el otorgamiento del Notario (a) distinguido,  se autoriza el aporte de bocadillos para 40 personas para la actividad. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Dirección de Finanzas y Presupuesto. 
7.1.2 La Dra. Roxana Sánchez Boza, indica que dentro del trabajo que realiza la Comisión de Defensa Notarial, se solicitó a varias de las organizaciones que están representadas ahí, que presentaran denuncias ante la Defensoría de los Habitantes, contra la Ley que otorga beneficios especiales a la clase media para acceder a la vivienda. Entonces por parte de la Academia de Notarios Costarricense y por parte de la Unión de Notarios y Abogados de Bancos Estatales, presentaron la denuncia y la idea es ir abriendo espacios al Colegio para poder presentar nuestra acción de inconstitucionalidad. 
7.1.3 La Dra. Roxana Sánchez Boza, señala que como lo ha indicado ha sido designada para que asista en representación oficial de nuestro Colegio ante la  Asamblea de Notariados Miembros de la Unión Internacional de Notariado Latino, los días 5 y  8 de octubre de 2013.  Asimismo, como delegada en el  “XXVII Congreso internacional de Notariado Latino auspiciado por la UINL.  Por lo anterior solicita adicionar al acuerdo 2013-29-004, que las actividades en las que se participarán será en el XXVII Congreso Internacional de Notariado Latino y en la Asamblea de Notarios Miembros; asimismo, que se cubran únicamente la inscripción al evento y  los viáticos de Ley, puesto que el resto será costeado por su persona. 
 
SE ACUERDA 2013-35-020 a) Adicionar al acuerdo 2013-29-004, que la Dra. Roxana Sánchez Boza, Vicepresidenta del Colegio, representará de manera oficial al Colegio ante la  Asamblea de Notariados Miembros de la Unión Internacional de Notariado Latino, los días del  5 al 8 de octubre de 2013 en Perú.  Asimismo, como delegada en el “XXVII Congreso internacional de Notariado Latino auspiciado por la UINL.  b) Se autoriza el pago de inscripción para dicho evento y los viáticos generados por dicha actividad, en Perú del 05 al 08 de octubre, de acuerdo a los rubros establecidos por la Contraloría General de la República para esos efectos.  Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Secretaria.
7.1.4 La Dra. Roxana Sánchez Boza, señala que el grupo de notarios y notarias continúan con el planteamiento de la necesidad de crear el Colegio Notarial, por lo que han considerado importante plantearle a esta Junta Directiva la necesidad de convocar a una Asamblea Extraordinaria para conocer el criterio de los agremiados y agremiadas sobre la creación del Colegio de Notarios y Notarias de Costa Rica y el proyecto destinado para su creación.  Añade que la propuesta es para el 24 de enero del 2014.  
 SE ACUERDA 2013-35-021 Convocar a los agremiados y agremiadas a Asamblea Extraordinaria, para el 24 de enero de 2014, cuyo único punto de agenda es la  presentación del proyecto para la creación del Colegio de Notarios y Notarias de Costa Rica. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Departamento de Comunicación. 
7.2 La Licda. Shirley González Quirós, informa que la Licda. Jeannette Arias Meza, Coordinadora de la Comisión de Género del Colegio, planteó una gestión ante la Comisión de Becas, a fin de la posibilidad del reconocimiento retroactivo de matriculas y mensualidades a partir del mes de febrero del 2013. Añade que realiza la gestión basada en los convenios internacionales los cuales persiguen que las instituciones apliquen las reglas correctivas con la finalidad de que el principio de igualdad tal y como lo establece la Constitución Política, sea un principio basado en las distinciones que nos ubican en ambos géneros, precisamente porque desde siempre se ha reconocido y lo que buscan las convenciones internacionales es que esa facultad reproductiva que tiene la mujer de ser madre y ejercer diferentes roles en la sociedad no solamente como profesional, tenga algún reconocimiento al momento que se adjudiquen políticas de género como las que tiene este Colegio. Por lo tanto que el establecimiento de esas reglas correctivas y la aplicación de las políticas de género se lleven a la realidad mediante acciones como las que plantea la Licda. Jeannette Arias Meza. Añade que el argumento de la Licenciada Arias Meza es que la Universidad de Cooperación Internacional le plantea una gran posibilidad de que sólo por este año pueda accesar a la Maestría en Sociología Jurídico Penal y Maestría en Criminología con Énfasis en Seguridad Humana, por lo que a raíz de eso se vio en la necesidad de recurrir a préstamos y como jefa de hogar le limita abiertamente y de una manera holgada a este tipo de oportunidades. 
El Dr. Gary Amador Badilla, externa que según lo explicado por la Licda. Shirley González Quirós se cuenta con un fondo específico que justifica la aprobación y además se complementa con el sustento normativo del Departamento Legal y de la Comisión de Becas. 

La Dra. Roxana Sánchez Boza, destaca que la Licda. Jeannette Arias Meza, trabaja activamente en la Comisión de Género y ha aportado múltiples asesorías y cursos gratuitos al Colegio y ha abierto espacios importantes en el Poder Judicial, por lo tanto en ese sentido brindo el apoyo correspondiente. 

Al respecto se presenta informe AL-266-2013, del Departamento Legal, donde emite toda una fundamentación y entre otros aspectos señala:

“…Es decir, sí es posible reconocer como parte de la beca solicitada, a los estudios realizados con anterioridad al otorgamiento de ésta, siempre y cuando se den las siguientes circunstancias:

1. Que los estudios realizados con anterioridad a la solicitud de beca formen parte del mismo plan de estudios que con esa ayuda se pretende cubrir.

2. Que los estudios realizados con anterioridad a la solicitud de beca, hayan venido realizándose en la forma en que es exigido por el citado Manual; y

3. Que los estudios realizados con anterioridad a la solicitud de beca, se hayan dado de forma continua, ininterrumpida y sin retrasos o pérdida de cursos, y hasta el propio momento del otorgamiento del beneficio.
Ahora bien, se debe dejar establecido en forma clara y contundente que esta posición encuentra sustento, no solamente en el principio “pro postulante” que informa el Manual de Becas, según lo dicho anteriormente, sino también en el principio de razonabilidad que permea a todo el ordenamiento jurídico, partiendo del hecho cierto de que la mayoría de los planes de estudios inician a principios del año. De tal suerte que, no tomar en cuenta esta circunstancia, bien podría tornar el otorgamiento o rechazo de las becas en irrazonable y hasta discriminatorio, por la circunstancia apuntada. No obstante lo manifestado, también hemos de advertir que si bien es cierto el principio de razonabilidad permite interpretar el referido artículo 13 en los términos indicados, también el mismo principio obliga a delimitar tales casos, en nuestro criterio, solamente a aquellos en que los estudios realizados antes del otorgamiento de la beca hayan iniciado dentro de los cinco meses anteriores a la publicación de la convocatoria anual. Es decir, a los que hayan comenzado a principios del año en que se ha solicitado el beneficio. En consecuencia, esta Asesoría estima que lo solicitado por la petente es procedente”.

SE ACUERDA 2013-35-022  Con respecto a la solicitud de la Licda. Jeannette Arias Meza, realizada a la Comisión de Becas a fin de analizar la posibilidad del reconocimiento retroactivo de matriculas y mensualidades a partir del mes de febrero del 2013. Se acoge el informe AL-266-2013, del Departamento Legal, donde emite toda una fundamentación y entre otros aspectos señala: “…Es decir, sí es posible reconocer como parte de la beca solicitada, a los estudios realizados con anterioridad al otorgamiento de ésta, siempre y cuando se den las siguientes circunstancias: 1. Que los estudios realizados con anterioridad a la solicitud de beca formen parte del mismo plan de estudios que con esa ayuda se pretende cubrir. 2. Que los estudios realizados con anterioridad a la solicitud de beca, hayan venido realizándose en la forma en que es exigido por el citado Manual; y 3. Que los estudios realizados con anterioridad a la solicitud de beca, se hayan dado de forma continua, ininterrumpida y sin retrasos o pérdida de cursos, y hasta el propio momento del otorgamiento del beneficio…”. Aspectos que se cumplen cabalmente en el caso de marras, en consecuencia, se aprueba la solicitud planteada por la Licda. Jeannette Arias Meza. Once votos. Responsables: Comisión de Becas. Dirección de Finanzas y Presupuesto. 
7.2.1 La Licda. Shirley González Quirós, informa que el pasado sábado se llevó a cabo “Un Desayuno Tan Típico como el Derecho de Familia” y se contó con la importante asistencia de 40 personas y la importante participación del Lic. Ricardo González, con un interesante tema de los Contratos Modernos y su influencia en el Derecho de Familia.  Por tal motivo, solicita enviar una nota de agradecimiento al Dr. Ricardo González Mora.

SE ACUERDA 2013-35-023 Externar cordial agradecimiento y felicitación al Dr. Ricardo González Mora, por su importante participación en el pasado “Desayuno Tan Típico como el Derecho de Familia”, donde realizó una charla de gran interés sobre los Contratos Modernos y su influencia en el Derecho de Familia. Lo anterior por ser la capacitación de los profesionales agremiados y agremiadas una de las acciones y compromisos que la Junta Directiva actual se comprometió a impulsar, considerando que se trata de una actividad de vital importancia para las personas agremiadas y para la sociedad civil en general; asimismo, en aras de la consecución de los fines del progreso de las ciencias jurídicas con base en el artículo 1 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Secretaría-comunicar. 
7.2.2 La Licda. Shirley González Quirós, informa que la Comisión de Derecho de Familia está organizando para el sábado 12 de octubre, de 9: 00a.m. a 12:00 md, una actividad como preámbulo al Congreso de Familia, donde se pretende convocar a los Master en Derecho de Familia, en Relaciones Familiares de la Universidad Nacional y la Maestría de la Universidad Latina, con la finalidad de elaborar un libro con diversos temas sobre el Derecho de Familia. En razón de lo anterior, solicita autorización de un ágape para 30 personas. 

SE ACUERDA 2013-35-024  Conforme a la solicitud de la Comisión de Familia, se autoriza un ágape para 30 personas que será ofrecida el sábado 12 de octubre, en la actividad de preámbulo al Congreso de Familia, al cual asistirán los Master en Derecho de Familia, en Relaciones Familiares de la Universidad Nacional y la Maestría de la Universidad Latina, con la finalidad de elaborar un libro con diversos temas sobre el Derecho de Familia. Lo anterior por ser la capacitación de los profesionales agremiados y agremiadas una de las acciones y compromisos que la Junta Directiva actual se comprometió a impulsar, considerando que se trata de una actividad de vital importancia para las personas agremiadas y para la sociedad civil en general; asimismo, en aras de la consecución de los fines del progreso de las ciencias jurídicas con base en el artículo 1 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Dirección de Finanzas y Presupuesto. Secretaría-comunicar. 
7.3 El Lic. Eduardo Rojas Sánchez, señala tal y como lo ha venido informando que el  “XXI Congreso Jurídico Nacional “Derecho Empresarial; Tendencias y Retos”, se realizará los días 5, 6 y 7 de noviembre 2013 de 3:00 pm  a 9:00 p.m, en el Auditorio Pablo Casafont Romero.  Se contará con la presencia de expositores de España, México, El Salvador, Argentina. Se está realizando un importante trabajo de consecución de patrocinios. En razón de lo anterior somete a consideración el presupuesto para el Congreso, por un monto de ¢16.296.800.00. El detalle del presupuesto se adjunta a los documentos del acta. 

SE ACUERDA 2013-35-025 Con motivo de la realización del “XXI Congreso Jurídico Nacional “Derecho Empresarial; Tendencias y Retos”, que tendrá lugar los días 5, 6 y 7 de noviembre 2013 de 3:00 pm  a 9:00 p.m, en el Auditorio Pablo Casafont Romero y donde se contará con la presencia de expositores de España, México, El Salvador, Argentina, se aprueba el presupuesto por un monto de ¢16.296.800.00. Conforme ingresen los patrocinios, disminuirá el aporte que debe realizar el Colegio. Con la promoción de estas actividades, no sólo se contribuye al desarrollo del Derecho, sino que se enmarca dentro de una actividad fundamental para el gremio, que se verá enriquecido con las ponencias de expertos en la materia. Lo anterior por ser la capacitación de los profesionales agremiados y agremiadas una de las acciones y compromisos que la Junta Directiva actual se comprometió a impulsar, considerando que se trata de una actividad de vital importancia para las personas agremiadas y para la sociedad civil en general; asimismo, en aras de la consecución de los fines del progreso de las ciencias jurídicas con base en el artículo 1 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados. Once votos. Responsable: Comisión del Congreso Jurídico Nacional. Dirección Finanzas y Presupuesto.
7.3.1 El Lic. Eduardo Rojas Sánchez, presenta nota DS-21-09-2013, del Lic. Juan Carlos  Campos Sanabria. Director de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa. Destaca que la Defensoría ha venido con unas capacitaciones en materia de Familia que se están llevando a cabo los días sábados cada quince días, se cuenta con la participación aproximada de 80 Defensores de diversos sectores. Dicha capacitación finaliza el 16 de noviembre, por lo que solicita apoyo para la graduación o clausura del evento, por un monto de ¢837.150.00.  Se financiará del fondo de Capacitación y Mantenimiento de Defensorías Sociales, el cual es producto de lo obtenido por la condena en costas a la contra parte en los casos que llevan las Defensorías Sociales.
SE ACUERDA 2013-35-026  a) Se aprueba el presupuesto para la graduación de los Defensores Sociales que han venido participando en el curso de capacitación en materia de Familia y Laboral y revisado por la Dirección Ejecutiva.  Lo anterior tomando en cuenta que el apoyo de este tipo de actividades contribuye con el  desarrollo de las ciencias jurídicas tal y como lo dispone el artículo 1, inciso 1 de la Ley Orgánica del Colegio, asícomo el Programa de Responsabilidad social Corporativa. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Dirección Ejecutiva. Dirección de Finanzas y Presupuesto. Dirección de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa. 
7.4 El Lic. John Jorge Tapia Salazar, presenta para aprobación el convenio con la Universidad Latina, a fin de obtener descuentos para los agremiados (as) y funcionarios (as) del Colegio, en maestrías y otras especialidades. 
SE ACUERDA 2013-35-027  Autorizar al señor Presidente a la firma del Convenio entre el Colegio de Abogados y Abogadas y la Universidad Latina. Lo anterior con la finalidad de conseguir descuentos para los para los agremiados (as) y funcionarios (as) del Colegio, en maestrías y otras especialidades.

7.5 La Licda. Cindy Vanessa Solórzano Núñez, comenta que el fin de semana pasado, asistió al Curso de Arbitraje Nacional e Internacional, por lo que solicita enviar una felicitación a la Dra. Dennia Fernández Morales, Directora del Centro RAC, por el esfuerzo para la realización del evento el cual contó con excelentes expositores. 
SE ACUERDA 2013-35-028 Externar cordial felicitación a la Dra. Dennia Fernández Morales y a su personal de apoyo, por el gran esfuerzo y dedicación para la realización exitosa del Curso de Arbitraje Nacional e Internacional, el cual contó con el interés y satisfacción de los participantes. Once votos. Responsable: Secretaría-comunicar. 
ARTICULO 8)  INFORME DE DIRECCIÓN EJECUTIVA.
8.1 El Lic.  José Luis Meneses Rímola, informa que la Licda. Rocío Leiva Trejos, asistirá en representación del Colegio a la actividad de la FECOP y el Sector Pesquero Nacional (FENAPES), relacionado con la propuesta para regular la pesca de atún con red de cerco en las primeras 370 millas náuticas (662 km) del territorio marítimo de de Costa Rica. 
Al respecto se toma nota. 

ARTICULO 9)  ASUNTOS BREVES Y DE FONDO DE FISCALÍA. 

9.1.- ASUNTOS DE FONDO.

Expone la Licda. Francinie Cubero De la Vega.
9.1.1.- Expediente Nº: 660-11 (1). Denunciado: Lic. Francisco Javier Hernández Quirós. Denunciante: Alberto Tenorio Díaz. 
SE ACUERDA 2013-35-029 Declarar con lugar la denuncia e imponer cuatro años y un mes de suspensión. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.2.- Expediente Nº: 261-12 (1). Denunciado: Lic. Antonio Guerrra Oporta. Denunciante: De oficio (Ministerio de Salud). Revocatoria acto final. Fundamentos del acto final. 
SE ACUERDA 2013-35-030 Declarar sin lugar el recurso de revocatoria contra el acto final, mantener incólume lo resuelto y dar por agotada la vía administrativa. Once votos.. Responsable: Fiscalía.
9.1.3.- Expediente Nº: 805-11 (1). Denunciado: Lic. Juan Carlos Ugalde Víquez. Denunciante: Mainor Enrique Wong Carmona. 
SE ACUERDA 2013-35-031 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.4.- Expediente Nº: 086-12 (1). Denunciados: Lic. Andrés Jiménez Vega y Lic. Norman Wilson Alarcón Ropero. Denunciante: De oficio (Colegio de Abogados). 
SE ACUERDA 2013-35-032 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.5.- Expediente Nº: 709-11 (1). Denunciado: Lic. Alex Torres Castrillo. Denunciante: Nuria Solís Sáenz. 
SE ACUERDA 2013-35-033 Declarar sin lugar el recurso de revocatoria interpuesto por la denunciante, mantener incólume lo resuelto y dar por agotada la vía administrativa. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.6.- Expediente Nº: 138-12 (1). Denunciado: Lic. Eduardo Enrique Acuña Castro. Denunciante: Magdalena Campos Abarca. 
SE ACUERDA 2013-35-034 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
Expone la Licda. Liana Noguera Ruiz.

9.1.7.- Expediente Nº: 141-12 (3). Denunciado: Lic. Juan Luis Artavia Mata. Denunciante: De oficio (Juzgado Agrario I Circuito Zona Sur Pérez Zeledón). 
SE ACUERDA 2013-35-035 Declarar parcialmente con lugar el recurso de revocatoria y por ende se dejar sin efecto el acuerdo 2013-27-032 que impuso la sanción de tres meses de suspensión en el ejercicio de la profesión, y en su lugar imponer sanción de apercibimiento. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.8.- Expediente Nº: 075-12 (3). Denunciada: Licda. Ana Soledad Briceño Ramírez. Denunciante: Henry Villalobos Quirós. 
SE ACUERDA 2013-35-036 Declarar con lugar la denuncia e imponer tres meses de suspensión. Por contar la licenciada Ana Soledad Briceño Ramírez, con los requisitos establecidos en el numeral 87 bis del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho, y el Reglamento de Ejecución Condicional de Sanciones, se le informó que puede optar por el cumplimiento sustitutivo de la sanción impuesta. Once votos.. Responsable: Fiscalía.
9.1.9.- Expediente Nº: 499-12 (3). Denunciado: Lic. Rafael López Gutiérrez. Denunciante: Martín Alvarado Gutiérrez. 
SE ACUERDA 2013-35-037 Declarar con lugar la denuncia e imponer tres meses de suspensión. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.10.- Expediente Nº: 462-12 (3). Denunciado: Lic. Claudio Antonio Murillo Ramírez. Denunciante: Vera Cecilia González Volio. 
SE ACUERDA 2013-35-038 Declarar con lugar la excepción de prescripción y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.11.- Expediente Nº: 298-12 (3). Denunciado: Lic. Walter Rodrigo Mora Morales. Denunciante: Jonathan Eliécer Sánchez Romelis. 
SE ACUERDA 2013-35-039 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.12.- Expediente Nº: 550-12 (3). Denunciada: Licda. Lilliam Vanessa de León Quesada. Denunciante: Verny Ávalos Villalobos. 
SE ACUERDA 2013-35-040 Declarar sin lugar la denuncia en aplicación del principio de inocencia y ordenar el archivo del expediente. Once votos.. Responsable: Fiscalía.
Expone el Lic. Gary Hernández Santana.

9.1.13.- Expediente Nº: 716-11 (6). Denunciado: Lic. Miguel Ángel Valverde Mora. Denunciante: De oficio (Juzgado de Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2013-35-041 Declarar sin lugar las excepciones de falta de derecho y falta de causa; declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.14.- Expediente Nº: 053-12 (6). Denunciado: Lic. Manuel Tuckler Quirós. Denunciante: Carmen María Coronado Coronado CC. María del Carmen Coronado. 
SE ACUERDA 2013-35-042 Rechazar la caducidad alegada; rechazar de plano el recurso de apelación por improcedente, declarar sin lugar el recurso de revocatoria mantener incólume lo resuelto y dar por agotada la vía administrativa. La sanción de cinco meses impuesta al Lic. Tuckler Quirós, correrá a partir de la publicación en el diario oficial La Gaceta, si otra circunstancia no lo impide. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.15.- Expediente Nº: 104-12 (6). Denunciado: Lic. Jorge Chaves Berrocal. Denunciante: De oficio (Juzgado de Violencia Doméstica II Circuito Judicial de Alajuela). 
SE ACUERDA 2013-35-043 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.16.- Expediente Nº: 202-12 (6). Denunciado: Lic. Francisco Arturo Ugalde García. Denunciante: De oficio (Tribunal de Juicio de Puntarenas). 
SE ACUERDA 2013-35-044 Declarar con lugar la denuncia e imponer al Lic. Ugalde García tres años y tres meses de suspensión. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.17.- Expediente Nº: 655-12 (6). Denunciado: Lic. Henry Odir Briones Castillo. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal Juvenil y Familia de Nicoya, Guanacaste). 
SE ACUERDA 2013-35-045 En aplicación del principio de inocencia, declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
Expone el Lic. Rafael Hernández Vindas.

9.1.18.- Expediente N°: 091-11 (2). Denunciadas: Licda. Floribeth Gómez Cubero y Licda. Liza Betarioni Castillo. Denunciante: De oficio (Colegio de Abogados). 
SE ACUERDA 2013-35-046 Rechazar por extemporáneo el recurso de revocatoria presentado por la Licda. Gómez Cubero mantener incólume lo resuelto y dar por agotada la vía administrativa. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.19.- Expediente Nº: 775-11 (2). Denunciada: Licda. Olga María Valerio Segura. Denunciante: María Luisa Oviedo Arce. 
SE ACUERDA 2013-35-047 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.20.- Expediente Nº: 059-11 (2). Denunciada: Licda. Dyanna Nelson Ulloa. Denunciante: José Miguel Castro Romero. 
SE ACUERDA 2013-35-048 Por la existencia de duda razonable y en aplicación del principio de inocencia, declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.21.- Expediente N°: 555-11 (2). Denunciado: Lic. Francisco Javier Hernández Quirós. Denunciante: De oficio (Tribunal Contencioso Administrativo). 
SE ACUERDA 2013-35-049 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.22.- Expediente Nº: 079-12 (2). Denunciado: Lic. Johnny Gerardo León Guido. Denunciante: Ray Anthony Steel Borns. 
SE ACUERDA 2013-35-050 Rechazar las excepciones por falta de Derecho y falta de legitimación. Al no existir conducta alguna que merezca ser sancionada, declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.23.- Expediente Nº: 127-12 (2). Denunciado: Lic. José Luis Acosta Campos. Denunciante: Edwin Gonzalo Mora Montero. 
SE ACUERDA 2013-35-051 Al existir duda razonable y en aplicación del principio de inocencia, declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos.  Responsable: Fiscalía.
9.1.24.- Expediente Nº: 525-11 (2). Denunciado: Lic. Danilo Salinas Chaves. Denunciante: Shirley González Paniagua. 
SE ACUERDA 2013-35-052 Rechazar el recurso de revocatoria interpuesto por el denunciado así como el incidente de nulidad, manteniéndose mantener incólume lo resuelto y dar por agotada la vía administrativa. Once votos. Responsable: Fiscalía.
Expone el Lic. Gabriel Zelada Dalorzo.

9.1.25.- Expediente Nº: 045-13 (4). Denunciado: Lic. Pablo Rodríguez Solano. Denunciante: de oficio (Juzgado Penal I Circuito Judicial de Alajuela). 
SE ACUERDA 2013-35-053 Declarar con lugar la denuncia e imponer tres años. Once votos.  Responsable: Fiscalía.
9.1.26.- Expediente Nº: 018-13 (4). Denunciado: Lic. Pablo Rodríguez Solano. Denunciante: de oficio (Juzgado Penal I Circuito Judicial de Alajuela). 
SE ACUERDA 2013-35-054 Declarar con lugar la denuncia e imponer tres años de suspensión. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.27.- Expediente Nº: 757-12 (4). Denunciado: Lic. Carlos Vargas Montero. Denunciante: Lic. Carlos Bertarioni Vargas. 
SE ACUERDA 2013-35-055 Declarar sin lugar el recurso, mantener incólume lo resuelto y dar por agotada la vía administrativa. Asimismo, rechazar la solicitud de aplicación del beneficio del 87 bis, por cuanto cuenta con antecedentes de suspensiones en los últimos 4 años, contraviniendo la reglamentación del beneficio. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.28.- Expediente Nº: 383-12 (4). Denunciado: Lic. Gerardo Calderón Cerdas. Denunciante: Marlene Badilla Villegas. 
SE ACUERDA 2013-35-056 Declarar con lugar la denuncia e imponer tres meses de suspensión así como apercibirle a que devuelva el dinero y los documentos so pena de aumentar la sanción dos meses más de acuerdo al art. 83 inciso e) del CDJME.  Once votos. Responsable: Fiscalía.                                                                                                                                                                               

9.1.29.- Expediente Nº: 786-12 (4). Denunciado: Lic. Freddy Ramírez Avendaño. Denunciante: Lic. Édgar Omar Belloso Montoya. 
SE ACUERDA 2013-35-057 Declarar sin lugar el recurso por haber sido presentando en forma extemporánea, mantener incólume lo resuelto y dar por agotada la vía administrativa. Asimismo, rechazar nulidad por cuanto no puede admitirse incidente de nulidad autónomo. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.30.- Expediente Nº: 279-12 (4). Denunciado: Lic. Róger Mora Calderón. Denunciante: Celín Rojas Sánchez. 
SE ACUERDA 2013-35-058 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
Expone el Lic. Antonio José Lacayo Vega.

9.1.31.- Expediente Nº: 408-12 (5). Denunciada: Licda. Celenia Godínez Prado.  Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Pavas). 
SE ACUERDA 2013-35-059 Declarar con lugar la denuncia e imponer apercibimiento. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.32.- Expediente Nº: 347-12 (5). Denunciado: Lic. Carlos Fallas Corrales. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede suroeste). 
SE ACUERDA 2013-35-060 Declarar con lugar la denuncia e imponer amonestación. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.33.- Expediente Nº: 661-12 (5). Denunciado: Lic. Roger Valle Camareno. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica). 
SE ACUERDA 2013-35-061 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.34.- Expediente Nº: 301-10 (5). Denunciado: Lic. Marco Vinicio Jiménez Hernández. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2013-35-062 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.35.- Expediente Nº: 375-12 (5). Denunciado: Lic. Gabriel Zelada Chavarría. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2013-35-063 Declarar con lugar la denuncia e imponer amonestación. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.36.- Expediente Nº: 644-12 (5). Denunciado: Lic. Edilberto Escobar Cascante. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José).
SE ACUERDA 2013-35-064 Declarar con lugar la denuncia e imponer amonestación. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.37.- Expediente Nº: 056-10 (5). Denunciado: Lic. Enrique Ramírez Acuña. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela). 
SE ACUERDA 2013-35-065 Declarar sin lugar el recurso de revocatoria y dar por agotada la vía administrativa. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2 ASUNTOS BREVES:

9.2.1.- Expediente nº: 613-12 (1). Denunciado: Licda. Leda Alvarado Navarrete. Denunciante: Jefry Montero Correales.
SE ACUERDA 2013-35-066 Se confirma el rechazo del recurso de revocatoria, así como,  se declara sin lugar el recurso de apelación interpuesto por la licenciada Leda Alvarado Navarrete, se rechaza el incidente de nulidad y se reservan las excepciones de falta de derecho, falta de interés actual, falta de legitimación ad causam activa y pasiva y la genérica de sine acatione agit. Y se ordene continuar con el trámite del presente procedimiento administrativo disciplinario a fin de determinar la verdad real de los hechos denunciados. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.2.- Expediente Nº: 250-13 (1). Denunciado: Lic. Ramón Jiménez Castro, Licda. Victoria Jiménez Rodríguez. Denunciante: Laura Vargas morera. 
SE ACUERDA 2013-35-067 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.3.- Expediente N: 245-12 (1). Denunciado: Lic. Alexander Antonio Spence Sandí. Denunciante: Laura Patricia  Córdoba Mena. 
SE ACUERDA 2013-35-068 Reservar las excepciones de falta de legitimidad activa y pasiva, falta de derecho, falta de interés actual y la prescripción para su conocimiento en el momento procesal como corresponde, así como declarar sin lugar el recurso de apelación y continuar con el trámite del presente procedimiento administrativo disciplinario a efectos de determinar la verdad real de los hechos. Diez votos. Responsable: Fiscalía. La Licda. Shirley González Quirós, se encontraba fuera en el momento de la votación. 
9.2.4.- Expediente Nº: 078-12 (1). Denunciado: Lic. Juan Rafael Morales Salas. Denunciante: Cristino Herrera Trejos. 
SE ACUERDA 2013-35-069 Confirmar el rechazo del recurso de revocatoria, reservar la excepción de prescripción, así como declarar sin lugar el recurso de apelación y continuar con el trámite del presente procedimiento administrativo disciplinario a efectos de determinar la verdad real de los hechos. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.5.- Expediente Nº: 273-13 (1). Denunciado: Lic. Agustín Guido Ramírez. Denunciante: Avalon International Inc, S.A. (Apoderado Cornelio Urbina Paniagua). 
SE ACUERDA 2013-35-070 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.6.- Expediente Nº: 439-13 (1). Denunciado: Lic. Ignorado. Denunciante: De Oficio (Tribunal de Juicio II Circuito San José). 
SE ACUERDA 2013-35-071 Rechazar de plano y ordenar el archivo de la presente denuncia. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.7.- Expediente N° 238-10 (2). Denunciado: Licda. Shirley Sánchez Bustamante. Denunciante: Yanira Bolaños Fernández (Representante legal de 3-101-622311 S.A.). (Rechazo de Plano Parcial) 
SE ACUERDA 2013-35-072 Por incompetencia rechazar parcialmente de plano la presente denuncia en lo referente a que en la Asamblea del Condominio se tomaron acuerdos contrarios a la ley y perjudiciales para los propietarios del condominio. Por otro lado, ordenar la apertura del procedimiento disciplinario en contra de la denunciada por una aparente negativa de la agremiada en brindar asesoría a la representante de la sociedad co-propietaria del condominio de conformidad a los artículos 10 incisos 2 y 6 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y 14, 17, 31, 34 y 39 Código de Deberes. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.8.- Expediente Nº: 735-11 (2). Denunciado: Lic. Francisco Arturo Ugalde García. Denunciante: José Joaquín Murcia Solís. 
SE ACUERDA 2013-35-073 Declarar sin lugar el recurso de revocatoria por extemporáneo. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.9.- Expediente N°: 336-13 (2). Denunciado: Licda. Amanda José Pérez Hernández. Denunciante: José Luis Trejos Trejos. 
SE ACUERDA 2013-35-074 Por incompetencia, rechazar de plano la presente denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.10.- Expediente Nº: 314-13 (2). Denunciado: Licda. Kattia Virginia Chacón Flores. Denunciante: De Oficio.  (Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de Alajuela) 
SE ACUERDA 2013-35-075 Declararse incompetente por razón de la materia y ordenar testimoniar piezas al Juzgado Notarial. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.11.- Expediente Nº: 356-13 (2). Denunciado: Lic. Danilo Habacu Araya Madrigal. Denunciante: Alfonso López Gatgens. 
SE ACUERDA 2013-35-076 Declararse incompetente por razón de la materia y ordenar testimoniar piezas al Juzgado Notarial. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.12.- Expediente Nº: 813-11 (2). Denunciado: Lic. Ulises Dixon Morales. Denunciante: Juan Carlos Chaves López.
SE ACUERDA 2013-35-077 Declarar caduco el presente procedimiento y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.13.- Expediente Nº: 290-13 (3). Denunciada: Licda. Alexandra María Alfaro Navarro, Denunciante: Rosa María Brenes Castañeda. 
SE ACUERDA 2013-35-078 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.14.- Expediente Nº: 332-12 (3). Denunciado: Lic. Paul Tacsan Tacsan. Denunciante: De Oficio (Fiscalía de Cañas).

SE ACUERDA 2013-35-079 Suspender el presente procedimiento administrativo disciplinario, hasta tanto no se resuelva la causa penal seguida en contra del licenciado Paul Tacsan Tacsan. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.15.- Expediente Nº: 829-12 (3). Denunciado: Licda. Eleonora Alejandra Varela Sánchez. Denunciante: De Oficio (Tribunal de Justicia Penal Santa Cruz). 
SE ACUERDA 2013-35-080 Suspender el presente procedimiento administrativo disciplinario, hasta tanto no se resuelva la causa penal seguida en contra de la licenciada Eleonora Alejandra Varela Sánchez. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.16.- Expediente Nº: 524-12 (3). Denunciado: Lic. Manuel Portugués Benedettini. Denunciante: Marcela Andrea León Velasco. 
SE ACUERDA 2013-35-081 Confirmar el rechazo de la nulidad alegada, así mismo el rechazo del recurso de revocatoria y declarar sin lugar el recurso de apelación. Se ordena continuar con el trámite del presente procedimiento administrativo disciplinario. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.17.- Expediente Nº: 097-10 (3). Denunciado: Lic. Mario Alberto Rodríguez Zamora. Denunciante: Gilberto Fallas Fallas. 
SE ACUERDA 2013-35-082 Declarar con lugar el recurso de Revocatoria, y acoger nuevamente la solicitud de aplicación de ejecución condicional de la sanción disciplinaria debiendo cumplir con al menos 48 horas de labor social. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.18.- Expediente Nº: 532-11 (3). Denunciado: Lic. Víctor Raúl Obando Mendoza. Denunciante: Gerardo Abarca Arias.
SE ACUERDA 2013-35-083 Homologar el acuerdo conciliatorio y que se archive el expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.19.- Expediente Nº: 522-06 (6). Denunciada: Licda. Carmen Irene Ureña Gamboa. Denunciante: Richard Eduardo Jiménez Ulate. 

SE ACUERDA 2013-35-084 Tener por cumplido el Beneficio de Ejecución Condicional otorgado a la licenciada Carmen Irene Ureña Gamboa, y archivar el expediente, previa inscripción en el control de beneficiados que al efecto lleva la Fiscalía del Colegio de Abogados. Advertirle a la Licda. Ureña Gamboa que deberá hacer del conocimiento, no sólo de la misma, Defensoría Social sino, a los usuarios que se vieron beneficiados con la asesoría recibida de su parte, conforme lo dispone el artículo 46 íbidem, así como a los despachos judiciales en los que figure como director judicial, en los que proceda, de la renuncia a los mismos si es su deseo y bajo su responsabilidad el continuar al frente del (los) proceso (s). Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.20.- Expediente Nº: 067-11 (6). Denunciado: Lic. Rodrigo Picado Picado. Denunciante: De Oficio (Juzgado de Familia de Desamparados). 
SE ACUERDA 2013-35-085 Concederle al Lic. Rodrigo Picado Picado, el beneficio de ejecución condicional de la sanción. Por tanto, deberá el Lic. Picado Picado cumplir treinta y seis meses de beneficio de ejecución condicional a razón de dieciséis horas mensuales para un total de quinientas setenta y seis horas, las que deberá cumplir en un plazo no mayor a dos años. A partir de la notificación de esta resolución se le concede al Lic. Picado Picado el término improrrogable de diez días hábiles para que presente, ante la Fiscalía del Colegio de Abogados y Abogadas, el plan formal de trabajo de la labor social que realizará en la Defensoría Social de Curridabat en los términos como lo indica en su libelo de solicitud, por lo que igualmente se le confiere al agremiado el término de UN MES para que inicie su labor social, lo que deberá informar a la Fiscalía del Colegio para su debido registro y control. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.21.- Expediente número: 496-12 (6), Denunciado: Licda.  Yalile Villalobos Zamora. Denunciante: De oficio (Ministerio Público – Fiscalía de Desamparados.
SE ACUERDA 2013-35-086 Rechazar de Plano la denuncia y archivar el expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.22.- Expediente Nº: 734-12 (6). Denunciado: Lic. Carlos Alberto Ramírez Aguilar. Denunciante: De Oficio (Juzgado Penal del I Circuito San José). 
SE ACUERDA 2013-35-087 Rechazar el recurso de apelación, confirmar el rechazo del recurso de revocatoria y continuar con el trámite del presente procedimiento administrativo disciplinario. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.23.- Expediente N°: 339-13 (6), Denunciado: Lic. Cristopher Ross López. Denunciante: Gerald Mauricio Rodríguez Villarreal. 
SE ACUERDA 2013-35-088 Rechazar de Plano la denuncia y Archivar el expediente. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.3 ASUNTOS NUEVOS (PARA DAR TRÁMITE):

En los siguientes cuatro (04) expedientes se recomienda el inicio del procedimiento. El funcionario o la funcionaria de Fiscalía, a quien por nómina corresponderá la instrucción del procedimiento en virtud de delegación al efecto y que se identifica con el número entre paréntesis que sigue al número de expediente, ha sido prestado la debida juramentación y aceptación del cargo.

La nómina de instructores e instructoras es como sigue:

Licda. Liana Noguera Ruiz – Instructor (3)
Lic. Gabriel Zelada Dalorzo – Instructor 4.

Lic. Gary Hernández Santana– Instructor (6)
9.3.1.-  EXP: 285-13 (3).  Denunciado: Lic.  Jorge Daniel Moncrieffe Santana. Denunciante: Eladio Escalante Rangel. 

SE ACUERDA 2013-35-089 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.2.- Expediente N°: 442-13 (3). Denunciado: Lic. Álvaro Retana Carmona. Denunciante: Ligia María Solís Ramírez. 
SE ACUERDA 2013-35-090 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.3.- Expediente Nº: 367-13 (6). Denunciado: Lic. Elicio Durán Bolaños. Denunciante: Lic. Luis Antonio González Hidalgo. 

SE ACUERDA 2013-35-091 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Once votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.4.- Expediente Nº: 372-13 (6). Denunciado: Lic. Mauricio Arias Ruiz. Denunciante: Antón Micakovic (Apoderado de Soluciones Fáciles S.A). 

SE ACUERDA 2013-35-092 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Once votos. Responsable: Fiscalía.
Al ser las veintiún horas con treinta minutos se da por finalizada la sesión.  
     Dr. Gary Amador Badilla     
                                Licda. Rosibel Jara Velásquez
                   Presidente                                                                    Secretaria[image: image1.png]


[image: image2.png]




[image: image4.png]


